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Resumen: Este artículo aborda la libertad de investigación y sus límites, otorgando ejemplos 
de algunas Constituciones europeas y latinoamericanas que lo consagran. Se analiza el proceso 
constituyente chileno, que termina con el rechazo de dos textos de nueva Constitución (2022 
y 2023) ofrecidos a la ciudadanía. En este artículo se examinan las aproximaciones de ambos 
textos rechazados en materia de libertad de investigación.
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Abstract: This article addresses freedom of research and its limits, analysing the Chilean con-
stitutional process that ended with the rejection of two texts of the new constitution (2022 
and 2023) offered to the citizens. This article aims to analyse what are the approaches of both 
rejected texts in terms of freedom of research.
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1. Introducción

La libertad de investigación es un derecho fundamental necesario de garantizar al nivel 
más robusto que nos permite un Estado democrático de derecho, toda vez que alcanzar un 
progreso y evolución en el camino de los derechos humanos conquistados, exige límites y 
contornos de ética y probidad científicas en el quehacer de una práctica que debe fundamen-
tarse en la búsqueda de la verdad, y en el beneficio de las personas, con las personas y para las 
personas. Tan relevante es este derecho que sin su consagración normativa es garantizado a 
través de otros derechos fundamentales, como la libertad de expresión o de enseñanza, que si 
bien le son afines, posee claros deslindes conceptuales. En lo que sigue, intentaremos delimitar 
los conceptos convergentes como libertad de cátedra, enseñanza, autonomía universitaria, li-
bertad de expresión, para luego realizar una revisión ejemplificadora de las distintas consagra-
ciones en Constituciones europeas y latinoamericanas, para finalmente analizar cuál ha sido 
su tratamiento durante el proceso constitucional llevado a cabo en Chile durante los períodos 
2022-2023 en que dos textos de nueva Constitución fueron rechazados en el plebiscito del 
4 de septiembre de 2022 y recientemente en el del 17 de diciembre de 2023. Analizaremos 
los enfoques de la libertad de investigación en ambos textos así como las perspectivas futuras.

2. Reconocimiento de la libertad académica a nivel internacional y constitucional 
en América Latina y en Europa 

Entre los derechos humanos introducidos a nivel internacional y constitucional en la se-
gunda midad de siglo anterior, hay que destacar la libertad académica3. 

Por lo que respecta a las fuentes internacionales, hay que recordar especialmente la “De-
claración mundial sobre la educación superior en el siglo XXI: Visión y acción”, emitida por 
la Unesco el 9 de octubre de 1998. De igual modo, la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos de la ONU de 1948, cuando trata de la libertad de expresión y de opinión, incluye el 
derecho a “no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones 
y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión” 
(artículo 19), y más adelante (artículo 27) afirma, entre otros, el derecho de toda persona a 
“participar en el progreso científico y en los beneficios que de él resulten” y el derecho “a la 
protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las pro-
ducciones científicas, literarias y artísticas de que sea autora”. 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de la ONU de 1966 reconoce en el 
artículo relativo a la libertad de expresión “[…] la libertad de buscar, recibir y difundir infor-

3  Sobre la definición de “derechos humanos”, véase Álvarez Ledesma (2023).
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maciones e ideas de toda índole” (artículo 19)4. Por último, el Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales de 1966 también considera expresamente el respeto 
a “[…] la libertad para la investigación científica” (artículo 15)5.

La libertad académica se reconoce a nivel regional, especialmente en América Latina y 
Europa. A este propósito, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos establece que “[t]oda persona tiene 
derecho a la libertad de investigación, de opinión y de expresión y difusión del pensamiento 
por cualquier medio” (artículo IV).

La propia Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el año 2021 publicó “Prin-
cipios Interamericanos de Libertad Académica y Autonomía Universitaria”6, en que se afirma 
“que la libertad académica es un derecho humano independiente e interdependiente, que 
cumple con una función habilitante para el ejercicio de una serie de derechos que incluyen 
la protección del derecho a la libertad de expresión, el derecho a la educación, el derecho de 
reunión, la libertad de asociación, la igualdad ante la ley, la libertad de conciencia y de reli-
gión, el derecho a los beneficios de la cultura y el progreso científico, así como los derechos 
laborales y sindicales”, todos estos reconocidos en las fuentes internacionales y en los instru-
mentos regionales.  

En Europa, el artículo 13 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea 
establece: “Las artes y la investigación científica son libres. Se respeta la libertad de cátedra”7. 

A nivel nacional, la afirmación de la libertad de enseñanza y de investigación se puede 
observar en muchas Constituciones: 

• Alemania: artículo 5 de la Grundgesetz alemana (1949): “Serán libres el arte 
y la ciencia, la investigación y la enseñanza”. 

• Bulgaria: artículo 54 de la Constitución de la República de Bulgaria 
(“Конституция на Република България”) (1991): “La creatividad artística, 
científica y tecnológica se reconocen y se garantizan por la ley” (artículo 54).

4  Véase el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado por la Asamblea General de Na-
ciones Unidas en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966, que entró en vigor el 23 de marzo de 1976.
5  Ahumada (2012), pp. 411-445.
6  Véase Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) (2021), Principios Interamericanos de Libertad Acadé-
mica y Autonomía Universitaria. [Disponible en: https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/principios_libertad_academica.
pdf], p. 4.
7  Véase Molina del Pozo y Archontaki (2013), pp. 361-367.
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• España: artículo 20 de la Constitución española (1978): “Se reconocen y 
protegen los derechos: […] b) A la producción y creación literaria, artística, 
científica y técnica. c) A la libertad de cátedra […]”.

• Eslovenia: artículo 59 de la “Ustava Republike Slovenije” (1991): “[…] se 
garantiza la libertad de la investigación científica y de esfuerzo artístico”.

• Grecia: artículo 16 de la Constitución de Grecia (“Σύνταγμα της Ελλάδας”) 
(1975): “Son libres el arte y la ciencia, la investigación y la enseñanza, y su 
desarrollo y promoción constituyen obligación del Estado”.

• Finlandia: artículo 16 de la Constitución de Finlandia (“Suomen perustusla-
ki”) (2000): “(…) Se garantiza la libertad científica, artística y de educación 
superior […]”.

• Italia: artículo 33 de la Constitución de la República italiana (1948): “El arte 
y la ciencia son libres, y libre es su enseñanza”. 

• Portugal: artículo 42 de la Constitución de Portugal (“Constituição da Re-
pública Portuguesa”) (1976): “Se garantiza la creación intelectual, artística y 
científica”.

• Suecia: artículo 18 de la Constitución del 1974 (modificada en el 2012).

Incluso en las Constituciones latinoamericanas la tendencia es la de proteger la libertad de 
cátedra y la científica, como en los países a continuación:

• Bolivia: artículo 104 de la Constitución Política del Estado Plurinacional 
de Bolivia de (2022): “El Estado garantizará el desarrollo de la ciencia y la 
investigación científica, técnica y tecnológica en beneficio del interés general”.

• Brasil: artículo 206 de la Constitución Política Federativa del Brasil (1988): 
“La enseñanza se impartirá con base en los siguientes principios: I. Igualdad 
de condiciones para el acceso y la permanencia en la escuela; II. Libertad de 
aprender, enseñar, investigar y divulgar el pensamiento, el arte y el saber; III. 
Pluralismo de ideas y de concepciones pedagógicas, y coexistencia de institu-
ciones publicas y privadas de enseñanza”.
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• Colombia: artículo 27 de la Constitución Política de Colombia: “El Estado 
garantiza las libertades de enseñanza, aprendizaje, investigación y cátedra”.

• Cuba: en el artículo 32 de la Constitución de la República de Cuba (2019) se 
considera entre los “postulados” de la política educativa, científica y cultural 
que “la actividad creadora e investigativa en la ciencia es libre. Se estimula la 
investigación científica con un enfoque de desarrollo e innovación, priorizan-
do la dirigida a solucionar los problemas que atañen al interés de la sociedad 
y al beneficio del pueblo”. 

• México: en el artículo 3, fracción VII, de la Constitución federal se prevé 
que “[l]as universidades y las demás instituciones de educación superior a 
las que la ley otorgue autonomía, tendrán la facultad y la responsabilidad de 
gobernarse a sí mismas; realizarán sus fines de educar, investigar y difundir la 
cultura de acuerdo con los principios de este artículo, respetando la libertad 
de cátedra e investigación y de libre examen y discusión de las ideas”.

En algunas Constituciones de los dos continentes se afirma la sola libertad de enseñanza, 
como por ejemplo en los casos a continuación: 

• Argentina: artículo 14 de la Constitución Nacional de la República Argentina 
(1994). 

• Bélgica: artículo 24 de la Constitución.

• Chile: artículo 11 de la Constitución Política de la República de Chile. 

• Holanda: artículo 23 de la Constitución del Reino de los Países Bajos  (2018).

• Paraguay: artículo 74 de la Constitución de la República del Paraguay (1992).

• Perú: artículo 13 de la Constitución Política de Perú (1993).

Uruguay: artículo 68 de la Constitución de la República Oriental del Uruguay.

Además, la jurisprudencia constitucional reconoce la libertad académica de manera amplia, 
incluso cuando la Constitución reconoce solo la libertad de enseñanza, como en el caso de 
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Bélgica8, o hasta cuando no hay una específica norma constitucional. Es el caso de Francia, 
donde el Conseil constitutionnel en su jurisprudencia protege la libertad de enseñanza y la in-
vestigación9. 

3. Características de la libertad académica 

Las normas constitucionales e internacionales antes mencionadas y la relativa elaboración 
doctrinal10 y jurisprudencial permiten identificar algunos aspectos característicos de la liber-
tad académica11. 

3.1. la libertad aCadémiCa Como vertiente de la libertad de exPresión  

En primer lugar, la libertad académica se puede considerar una vertiente de la libertad de 
expresión, como deriva, por ejemplo, del mencionado artículo 19 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos de la Organización de Naciones Unidas (ONU) o del artículo 13 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, que establece que la libertad de pensamiento 
y de expresión incluye “la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda 
índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o ar-
tística, o por cualquier otro procedimiento de su elección”. Una disposición análoga se puede 
encontrar en el artículo 10 del Convenio Europeo de Derechos Humanos.

Por tanto, la libertad de enseñanza consiste en la libertad personal del profesor en virtud 
de la cual puede expresar libremente sus pensamientos, sobre todo en el ámbito escolar12. Se 
trata de la libertad de elaborar y transmitir la cultura, la cual se corresponde a la obligación 
del Estado de promover el desarrollo y el efectivo acceso de todos a dicho desarrollo (véase, 
por ejemplo, el artículo 9 de la Constitución italiana)13.

La misma idea se puede encontrar en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, según 
el cual  “[l]a libertad de enseñanza […] puede ser entendida como una proyección de la li-
bertad ideológica y religiosa y del derecho a expresar y difundir libremente los pensamientos, 

8  Cour Constitutionnelle de Bélgica, vid. por ejemplo sentencias no. 167/2005 y no.155/2011.
9  Conseil Constitutionnel, no. 83-165 DC del 20 de enero de 1984; vid. también la sentencia del Conseil Constitutionnel, 
no. 2010-20/21 QPC del 6 de agosto de 2010.
10  Vid. en general sobre el tema de la libertad de cátedra Vidal Prado (2001).
11  Véase Cippitani (2014), pp. 129-188; Cippitani (2015), pp. 552-558.
12  Pototschning (1961), pp. 377 y ss.
13  Cfr. Corte Costituzionale italiana, sentencia de 8 de julio de 2004, n. 256.



E S T U D I O S  C O N S T I T U C I O N A L E S

ISSN 0718-0195 · Núm. especial · pp. 88-119 · DOI: 10.4067/S0718-52002023000300088

M. Cornejo-plaza 
r. Cippitani artíCulo de investigaCión

94

ideas u opiniones que también garantizan y protegen otros preceptos constitucionales” (sen-
tencia de 13 de febrero de 1981, n. 5), teniendo la posibilidad de expresar las ideas o con-
vicciones que cada profesor asume como propias en relación a la materia objeto de enseñanza 
(TC sentencia 217/1992, de 1 de diciembre).

Por otro lado, la “libertad de investigación” puede considerarse como “[…] el derecho fun-
damental que garantiza al investigador su autodeterminación individual en la realización de la 
actividad de obtención de nuevo conocimiento a través del método riguroso que caracteriza lo 
científico y en la difusión de sus resultados”14. La enseñanza es, propiamente dicha, “[…] una 
actividad encaminada de modo sistemático y con un mínimo de continuidad a la transmisión 
de un determinado cuerpo de conocimientos y valores” (TC 5/1981, para. 7)15. Empero, la 
enseñanza no es lo mismo que el “opinionismo”, es decir, la información no elaborada en un 
sistema de conocimientos16. 

3.2. libertad aCadémiCa Como libertad esPeCífiCa 

Sin embargo, mientras la libertad de expresión debe ser reconocida a todo ciudadano sin 
límites de condición o de edad (véase, por ejemplo, los artículos 24 y siguientes de la Carta de 
los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, sobre todo con referencia a la libertad de 
pensamiento y de expresión de los niños, niñas y adolescentes [NNA]), en cambio, la libertad 
de cátedra (y lo mismo podría sostenerse para la libertad de investigación) depende de una 
cierta calidad profesional. 

Entonces, “[l]a libertad de cátedra solo existe en relación con los ciudadanos que a esa 
cualidad unen la de ser profesionales de la docencia”17. De tal guisa, no todos los ciudadanos 
pueden ejercer la libertad de cátedra, sino exclusivamente los “ciudadanos docentes”18. 

El Estado está obligado a comprobar la idoneidad de los profesionales y de los que desem-
peñan una función pública, y en particular, de los docentes (véase el apartado 5 del artículo 
33 de la Constitución italiana)19.

14  Rodríguez (2012), pp. 225-252.
15  V. también Tribunal Europeo de los Derechos Humanos (Tribunal EDH); Campbell y Cosans  (1982).
16  Velásquez (2011).
17  Vázquez (1994), pp. 255-266.
18  Pototschnig (1961).
19  Corte Costituzionale italiana, sentencia de 10 de julio de 1974, n. 240, párr. 4, que considera la disposición citada como 
punto de equilibrio entre el principio de la libertad de enseñanza y el deber del Estado de organizar el sistema de enseñanza. 
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Según cierta corriente de opinión, la libertad de enseñanza pertenece únicamente a los 
docentes universitarios, como se afirma, por ejemplo, en Alemania20. En cambio, en España se 
sostiene una posición distinta, porque “[…] fuera de toda duda, tanto desde el punto de vista 
normativo como jurisprudencial se reconoce a los docentes de todos los niveles educativos, y 
de cualquier tipo de centro, ya sea estatal o no, aunque el ejercicio de la libertad de cátedra 
vendrá modulado por las circunstancias en las que se desarrolla la docencia”21.

Al respecto puede citarse la sentencia del Tribunal Constitucional español n. 5/1981, 
donde se aplica una interpretación extensiva de la libertad de cátedra en el siguiente sentido: 
“Aunque tradicionalmente por libertad de cátedra se ha entendido una libertad propia sólo de 
los docentes en la enseñanza superior o, quizá más precisamente, de los titulares de puestos 
docentes denominados precisamente ‘cátedras’ y todavía… resulta evidente, a la vista de los 
debates parlamentarios… que el constituyente de 1978 ha querido atribuir esta libertad a to-
dos los docentes, sea cual fuere el nivel de enseñanza en el que actúan y la relación que media 
entre su docencia y su propia labor investigadora” (TC 5/1981, punto 9). 

En Italia la interpretación de la libertad de cátedra es aún más amplia. De facto, se piensa 
que dicha libertad “[…] va mucho más allá de las fronteras de la escuela, como organización 
concreta, y se extiende en todos los ámbitos de la vida social”22. 

Por otro lado, se debe tener presente que la amplitud de la libertad de cátedra depende del 
nivel de la enseñanza. Es en ese ámbito universitario en que la libertad de cátedra adquiere su 
máxima dimensión, estando inescindiblemente unida a la elaboración de la ciencia23. Es decir, 
a una actividad de creación del conocimiento.

Límites mayores se pueden imponer en el ámbito de la educación básica, donde resulta 
necesario establecer contenidos que son menester para el desarrollo de los educandos. Por eso 
en el ordenamiento jurídico español se hace referencia al artículo 27.2 de la Constitución, que 
prescribe que “[…] la educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la persona humana 
con el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fun-
damentales”24.

Finalmente, para algunos autores la libertad de investigación sería más amplia en la univer-
sidad que en los entes públicos dedicados especialmente a tal actividad, donde los científicos 

20  Fernández-Miranda (1988), pp. 137-138.
21  Vidal (2008), pp. 61-103.
22  Crisafulli (1956), pp. 54 y ss., espec. p. 69.
23  Lozano (1997); Lozano (1995), p. 131.
24  Lozano (1995).
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tienen que seguir las líneas de investigación establecidos por la gouvernance del ente respec-
tivo25.

3.3. la autonomía universitaria  

En Europa las Constituciones a nivel supranacional (vid. artículo 180 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea) y nacionales (vid., por ejemplo, el artículo 33 de la 
Constitución italiana; el artículo 16 de la Constitución de Grecia, etc.) prevén la obligación 
de las autoridades públicas de apoyar la actividad académica con subvenciones u otras he-
rramientas promocionales. Se reconoce también la autonomía de las universidades y de los 
entes de investigación (vid. el artículo 33 de la Constitución italiana; el artículo 27.10 de la 
Constitución de España; la fracción VII del artículo 3 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, etc.).

La autonomía universitaria o de los entes de investigación es el contexto en el cual se de-
sarrolla la libertad académica. De hecho, la enseñanza e investigación científica demandan la 
organización de recursos y personas, sea en el ámbito público como en el privado.

En efecto, la organización de la didáctica y de la investigación hacen posible el desarrollo 
de la dimensión individual de la libertad de cátedra (TC en la sentencia 212/1993). Por eso 
los textos constitucionales conceptúan la autonomía universitaria como dimensión institucio-
nal de la libertad académica (STC 75/1997). 

Ambas dimensiones, la personal y la institucional, “[…] sirven para delimitar ese ‘espacio 
de libertad intelectual’ sin el cual no es posible ‘la creación, desarrollo, transmisión y crítica 
de la ciencia, de la técnica y de la cultura’ […] que constituye la última razón de ser de la 
Universidad”26. La misma jurisprudencia afirma que este es el “contenido esencial” de la “au-
tonomía universitaria”. 

La autonomía universitaria se desarrolla tanto en las modalidades de la didáctica (elaborar 
planes de estudio e investigación, TC 187/1991), científica, administrativa, política, financie-
ra, organizativa y normativa (TC 156/1994).

Igualmente, las universidades están facultadas para formular sus planes, programas, orga-
nización interna y estructurar su gobierno (vid. el citado artículo 3, fracción VII, de la citada 

25  Encaoua et al. (2004), pp. 133-168.
26  TC 26/1987, FJ 4.
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Constitución mexicana)27. 

En tanto, en lo referente a la naturaleza jurídica de la autonomía, existen básicamente dos 
puntos de vista. Por un lado, la jurisprudencia constitucional española visualiza la autonomía 
como derecho fundamental, en su dimensión individual (la libertad de cátedra) e institucio-
nal. Por el otro, ciertos jueces constitucionales y la doctrina consideran la autonomía como 
una garantía constitucional28 o, como la llama el juez constitucional italiano, una “fórmula 
organizativa”29. De hecho, “[l]a libertad de cátedra no es un mero derecho individual de los 
docentes que quepa identificar sin más con la libertad de expresión docente. Se trata sobre 
todo de una garantía institucional que define la estructura del proceso educativo y del que se 
deriva la posición jurídica de los profesores”30. 

Esta última interpretación se debe preferir. La autonomía universitaria no puede invocarse 
para afectar de manera no razonable la libertad académica.

Eso se aclara en el caso de las universidades privadas, especialmente las que tienen una ins-
piración religiosa, confesional o ideológica, donde la autonomía puede estar potencialmente 
en conflicto con la libertad de enseñanza.

En la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la inspiración de la uni-
versidad no puede afectar la necesidad inderogable de proteger la libertad de conciencia y de 
expresión de cada profesor31, así como el derecho de crítica sobre la institución32.

En la misma línea se encuentra el Tribunal Constitucional español, que opina: “La libertad 
de cátedra del profesorado de estos centros [privados] es tan plena como la de los profesores 
de los centros públicos” y que ningún precepto de la ley “la viola al imponer como límite de la 
libertad de enseñanza de los profesores el respeto al ideario propio del centro” (TC 5/1981, 
apartado 10).

Una opinión diferente ha sido expresada por la Corte Constitucional italiana en una sen-
tencia de Cordero de los años setenta del siglo pasado, según la cual las escuelas “de tenden-
cia” tienen libertad para fijar sus propias orientaciones ideológicas. Esto no conduciría a un 

27  Castro (2015).
28  López-Jurado (1991), pp. 109 y ss.; Lozano (1997), pp. 133 y ss.; Salguero (1997), pp. 8 y ss.; Expósito (1995),  
p. 274.
29  Barettoni y Matarazzo (1992).
30  Vázquez (1994), pp. 255-266.
31  Tribunal EDH: 20 de octubre de 2009, Vallauri c. Italia, n. 39128/05.
32  Tribunal EDH: sentencia Sorguç c. Turchia, n. 17089/03, § 35, 23 de junio de 2009.
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deterioro de la libertad de enseñanza en cuanto a que el docente “es libre de unirse, con el 
consentimiento a la llamada, a los objetivos particulares de la escuela”33. Cabe decir, que ya 
en su época la interpretación de la Corte fue criticada por la excesiva relevancia dada a la 
autonomía en comparación a la libertad académica34.

3.4. Contenidos de la libertad aCadémiCa 

La libertad de enseñanza posee un contenido tanto positivo como negativo, según sostiene 
el Tribunal Constitucional español. Desde el punto de vista positivo, la libertad de cátedra 
incluye varias facultades que “[…] no pueden concebirse de forma autónoma o separada de la 
libertad del profesor para ejercer la docencia que le corresponda ya que éstas se constituyen 
en los instrumentos de exteriorización del derecho que constitucionalmente se reconoce a 
quien enseña”35. Los profesores deben tener la posibilidad de expresar sus ideas o convic-
ciones en su materia concreta (TC de 28 de junio de 1993, n. 212). En cambio, el profesor 
“no debe verse obligado a impartir enseñanzas que contradigan sus conocimientos” (Reco-
mendación de 1997 de la Unesco relativa a la condición del personal docente de enseñanza 
superior, párr. 28).

De acuerdo con la antecitada Recomendación, la libertad de cátedra implica “[…] la liber-
tad de enseñar y debatir sin verse limitado por doctrinas instituidas (libertad de cátedra); la 
libertad de llevar a cabo investigaciones y difundir y publicar los resultados de las mismas; la 
libertad de expresar libremente su opinión sobre la institución o el sistema en que trabaja” 
(párr. 27).

Este contenido positivo comporta la “libertad de programa”, es decir, la facultad que po-
see el docente de poder determinar un programa de estudios propio, definir el contenido y 
sistema de enseñanza de la asignatura, orientar libremente sus explicaciones y seleccionar los 
textos que va a utilizar (STC 217/1992, de 1 de diciembre). 

Para la citada Recomendación de la Unesco el docente tiene el derecho a “[…] desempeñar 
un papel importante en la elaboración de los planes de estudios” (pár. 28; cfr. también los 
párrafos 61 y 62 de la Recomendación conjunta de la OIT y la Unesco relativa a la situación 
del personal docente de 1966).

33  Corte Costituzionale italiana, sentencia n. 195/1972.
34  Jemolo (1973); Caputo (1972), p. 2866.
35  Expósito (1995), p. 165.
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La libertad de programa incluye el método de evaluación. Dicha libertad considera también 
la facultad de elección de los instrumentos necesarios para llevar a cabo la actividad del do-
cente, en particular el método respectivo y de los materiales didácticos del caso36. 

Además, los docentes universitarios poseen el derecho a la libre producción científica y 
técnica37. 

De hecho, la libertad de enseñanza se establece junto con la libertad de la ciencia, ya que 
ambas cuestiones están estrechamente relacionadas entre sí38. 

Dado que la enseñanza y la investigación están en la base del desarrollo de la sociedad, 
tienen que ser protegidas en función del interés de la sociedad misma39. En cambio, según la 
doctrina y la jurisprudencia, la libertad de cátedra “[…] no comprende ni la libertad de no 
enseñar ni la libertad de expresar ideas ajenas al contenido de la enseñanza”40. El docente no 
puede “adoctrinar ni falsear la verdad o verdades científicas o históricas, ni puede deducir 
o sesgar arbitrariamente el contenido sustancial o convencional de la información necesaria 
para hacer posible el libre y pleno desarrollo de la personalidad de sus alumnos”41.

En particular, el docente no posee el llamado derecho a la propaganda42. 

Sin embargo, como opina el Tribunal Constitucional español, debe brindarse una protec-
ción sobre todo “negativa” de la libertad de cátedra (TC 217/1992). Ello implica un deber 
de abstención de los poderes públicos para dejar en libertad a los docentes en la actividad de 
enseñanza y de investigación (TC n. 5/1981, pár. 9). En este mismo sentido, el párrafo 27 de 
la Recomendación de la Unesco de 1997 afirma “[…] la libertad ante la censura institucional” 
del docente y que “[t]odo el personal docente de la enseñanza superior debe poder ejercer sus 
funciones sin sufrir discriminación alguna y sin temor a represión por parte del Estado o de 
cualquier otra instancia”.

Como señalan los Tribunales Constitucionales: “Libertad de cátedra es noción incompa-
tible con la existencia de una ciencia o una doctrina oficiales” y, por lo tanto, no se puede 

36  Expósito (2013).
37  Cfr. SAT Bilbao, Sala de lo Contencioso Administrativo, de 4 de septiembre de 1985, FFJJ 3, 4 y 5.
38  Thieme (1956), pp. 43 y ss.; vid. también la sentencia de la Corte Costituzionale italiana, del 10 julio de 1974 n. 240.
39  Rupp, Geck (1969), pp. 200-201.
40  Lozano (1995).
41  Cámara Villar (1988), pp. 2159-2191.
42  Vid. en Italia el Consiglio di Stato, 21 de marzo de 1963, n. 725, en Riv. giur. scuola, 1964, 4392.
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imponer una ciencia, ni tampoco una enseñanza de Estado43. Dicha libertad “[…] habilita al 
docente para resistir cualquier mandato de dar a su enseñanza una orientación ideológica de-
terminada, es decir, cualquier orientación que implique un determinado enfoque de la realidad 
natural, histórica o social dentro de los que el amplio marco de los principios constitucionales 
hace posible” (TC n. 5/1981, pár. 9).

4. Los límites a la libertad académica: las normas éticas  

Como pasa con todas las libertades, el reconocimiento de la libertad académica no señala 
los límites del contenido admisible, sino que protege a sus titulares de las indebidas inter-
venciones externas, en particular las provenientes de los poderes públicos44. La previsión de 
una específica libertad para docentes e investigadores, de manera distinta de la libertad de 
pensamiento y de la libertad de expresión, inherente a todas las personas, ha sido necesaria en 
consideración a la importancia que posee la ciencia y su enseñanza en la sociedad para evitar 
las mortificaciones infligidas al conocimiento por las dictaduras y los fascismos. Asimismo, 
pensamos que la libertad académica se extiende tanto a académicos como a los estudiantes, 
quienes deben participar activamente en las actividades didácticas y científicas: en caso con-
trario, no disfrutarían del derecho a la educación en su plenitud y, por otro lado, eso afectaría 
la libertad de cátedra de los propios profesores en cuanto la actividad de investigación se 
realiza funcionalmente a la entrega de herramientas que permitan el espíritu crítico del estu-
diante, a fin de contribuir al desarrollo de su autonomía y libre determinación. 

En segundo término, la libertad académica significa incluso que se pueda elegir libremente 
los temas a investigar de manera científica, incluso desde una perspectiva diferente de las posi-
ciones oficiales. La posibilidad de sostener alguna investigación extraoficial es de la esencia del 
debate científico. Sin embargo, se deben proteger los derechos fundamentales de las personas, 
y cualquier limitación a la libertad académica debería ser excepcional y  proporcionada. 

Esto se debe a que la “libertad académica” no es un interés absoluto. Debe perseguirse en 
el contexto de una universidad en la que también deben defenderse otros principios funda-
cionales o idearios que pertenecen más bien a la autonomía universitaria. Entre ellos están la 
diversidad o pluralidad de ideas, la jerarquía del conocimiento, la integridad del individuo, el 
civismo y la búsqueda de la verdad. Una universidad digna de tal nombre reconoce que estos 
principios a menudo entran en conflicto y que encontrar el equilibrio adecuado requiere un 
debate razonado y buen juicio. Un ejemplo de lo anterior lo otorga la Corte Costituzionale ita-

43  Barettoni y Matarazzo (1992).
44  Wight (2021). 
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liana: “Todo derecho surge limitado, porque en el sistema de convivencia civil, debe estar en 
armonía con los derechos de los demás y con las necesidades generales reconocidas. De ahí la 
posibilidad, y a menudo la necesidad, de que otras normas especifiquen los límites y condicio-
nes de su ejercicio”45. Los límites pueden referirse al respeto de otros derechos fundamentales.

En términos de la relación entre las diferentes libertades reconocidas por las Constitucio-
nes, de acuerdo con la Cassazione italiana, la libertad de cátedra “no tiene valor absoluto, sino 
que debe ser coordinada con otros valores constitucionales de igual rango”46. 

Por lo tanto, incluso la libertad de enseñanza y de investigación están sujetas a “límites 
externos”, es decir, los relacionados con el respeto a los derechos de terceros. Dichos límites 
“evidentemente tienen que ver con ciertos aspectos de la esfera jurídica de quienes conviven 
con nosotros en sociedad y se refieren, obviamente, a derechos como el honor, la imagen pú-
blica, la vida privada, entre otros”47. 

En realidad, algunas limitaciones devienen del hecho de que la libertad de enseñanza y de 
investigación constituyen derivaciones de la libertad de pensamiento48.

Por otra parte, y en general, la enseñanza no debería poseer un predicado que resultara 
contrario a los principios y valores constitucionales de naturaleza inderogable, ni ser un ins-
trumento para subvertir el orden democrático del Estado49. Así las cosas, en la Constitución 
española el artículo 20.4, que se refiere a la libertad de expresión, establece limitaciones ge-
nerales como el respeto del derecho al honor, la intimidad, a la propia imagen y a la protec-
ción de la juventud y de la infancia. Además, están excluidas de protección constitucional las 
expresiones vejatorias, entendiendo como tales las que sean: (i) ofensivas u oprobiosas, según 
el contexto; e (ii) impertinentes para expresar opiniones o informaciones según tengan o no 
relación con lo manifestado50. Se puede prohibir la enseñanza de teorías racistas y la incita-
ción al odio racial, que pugne con valores fundamentales como la dignidad.

Empero, no todas las limitaciones previstas para la libertad de pensamiento se aplican a las 
libertades de docentes e investigadores. Especialmente, la moralidad pública51, prevista como 

45  Corte Costituzionale italiana, sentencia 4 de junio de 1958, n. 36.
46  Véase, en Italia, Cassazione penale, 7 de mayo de 2008, n. 37581. 
47  Álvarez Ledesma (2013).
48   Cfr. Corte Costituzionale, sentencia 23 de junio de 1964, n. 77.
49  Mura (1976), p. 231.
50  Cacho Ribeiro et al. (2013). 
51  Frisotti (1996), p. 44.  



E S T U D I O S  C O N S T I T U C I O N A L E S

ISSN 0718-0195 · Núm. especial · pp. 88-119 · DOI: 10.4067/S0718-52002023000300088

M. Cornejo-plaza 
r. Cippitani artíCulo de investigaCión

102

límite a la libertad de expresión por el artículo 21 de la Constitución italiana52, no constituye 
una limitación a la libertad de cátedra y de investigación53. En cambio, representan un im-
portante límite a la libertad de cátedra y de investigación, la salud e integridad física de las 
personas, entendidas como un “derecho fundamental del individuo y del interés de la socie-
dad”54, con el objetivo de evitar un ejercicio “socialmente perjudicial y peligroso del derecho 
garantizado”55. 

Asimismo, las fuentes jurídicas destacan que la libertad de investigación puede afectar a 
otros derechos fundamentales, como, por ejemplo, el Convenio de Oviedo de 1997 sobre la 
biomedicina del Consejo de Europa, donde se afirma que las actividades de investigación y la 
práctica profesional (como la actividad biomédica), a pesar que sean muy importantes para 
la sociedad, podrían poner en peligro la dignidad de las personas si son llevadas a cabo de 
manera inadecuada (véase en particular el preámbulo del Convenio y el artículo 1).

En el preámbulo de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea se fija el 
objetivo de “reforzar la protección de los derechos fundamentales a tenor de la evolución de 
la sociedad, del progreso social y de los avances científicos y tecnológicos”. 

En este marco, se necesita establecer reglas “éticas” que garanticen la protección de los 
intereses fundamentales que pueden quedar afectados por actividades como la investigación 
científica o actividades profesionales como la sanitaria. Tratándose de temas globales, y no 
solo nacionales o locales56, la elaboración de esas reglas a nivel europeo se enmarca en un 
proceso internacional más general57.

5. Integridad científica

Un aspecto relevante que se entronca asimismo con los límites de la libertad de investi-
gación es la integridad científica, la cual se aboca principalmente a temas relacionados con 
la prevención del plagio, fabricación y/o falsificación de datos inexistentes, o lo que es lo 
mismo, adulteración de resultados para hacerlos coincidir con la hipótesis propuesta58. En 

52  Véase Crisafulli (1958), p. 491; Valentini (1960), pp. 548 y ss.; Di Tarsia Di Belmonte (1962), pp. 513 y ss.
53  Véase en Italia Cassazione civile, 7 de enero 2011, n. 265, en Giur. It., 2011.
54  Vid. Crisafulli, ivi.
55  Vid. la sentencia de la Corte Costituzionale n. 36/1958, ya citada; vid. también sentencia de la Corte Costituzionale 
240/1974.
56  Cippitani (2016), pp. 123-152.
57  Andorno (2004), pp. 131-149; Andorno (2014).
58  National Academies of Sciences, Engineering and Medicine (2017). 
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virtud de lo anterior, el desarrollo de la integridad científica se identifica más claramente 
con las ciencias exactas, duras y con las ciencias sociales que utilizan el método científico o 
bien la metodología cuantitativa. En el caso de las ciencias jurídicas, como la metodología de 
investigación es diversa de las anteriores, el gran problema es prevenir el plagio y conductas 
antiéticas, además de otras injerencias en la libertad de investigación como son el capitalismo 
académico59. Respecto a este punto, convergen la necesidad de los investigadores de acceder 
y subsistir en un ambiente altamente competitivo, orientado a la producción de determinados 
objetivos y dispositivos, los cuales son valorados y financiados en desmedro muchas veces de 
la investigación de temas que no son competitivos para la industria académica, lo cual diluye 
la libertad de investigación60. Así, ciertas exigencias para la investigación han incrementado el 
aumento de fraudes y conductas éticas y morales que escapan de lo que debiera ser el resulta-
do individual de un compromiso por hacer las cosas bien61. Tanto es así, que algunos autores 
consideran que este capitalismo académico ha aumentado las malas prácticas, que se suman a 
cuestiones de tipo estructural, por así decir, que el investigador no puede controlar, como el 
lugar geográfico en que se ejerce la investigación, las condiciones políticas y económicas del 
país en que se vive, por ejemplo, el populismo existente en la medida que restrinja o coarte 
presupuestos para determinadas investigaciones; así como los conflictos emergentes al inte-
rior de las propias universidades, como la creciente tecnocratización y burocracia y otras de 
índole político que cercenan la búsqueda de la verdad62. 

Derivado de lo anterior, en Chile la reforma educacional que comienza en los años ochenta 
llevó a los docentes a un “discurso restringido a los límites del discurso hegemónico”, que 
profundizaron las lógicas del nuevo gerenciamiento público o “new public management”63. Es-
tas dinámicas pueden fomentar prácticas como la censura a los discursos no hegemónicos, lo 
cual se encuentra indisolublemente ligado al derecho fundamental de la libertad de expresión.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en la elaboración de su prin-
cipio VIII “Prohibición de la censura y excepcionalidad del ejercicio punitivo estatal”, afirma 
que “[l]a imposición de restricciones estatales para la investigación, discusión o publicación 
de determinados temas, al igual que la imposición de restricciones de acceso a publicaciones, 
a bibliotecas o bases de datos físicas o en línea, constituyen censura previa, expresamente pro-
hibida en el artículo 13.2 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos y contraria 
al derecho a la educación en los términos del artículo 13 del Protocolo de San Salvador”. 

59  Hoevel (2021), pp. 146-148.
60  Cornejo (2023), pp. 225-241.
61  Lolas y Rodríguez (2020), p. 26.
62  Giusti (2019), pp. 40-42.
63  Véase Reyes-Jedlicki (2018), p. 104.
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Una preocupante derivada dentro del contexto de los entornos digitales es la cultura de 
la cancelación, donde ella “también se ha enmarcado como una forma de intolerancia contra 
puntos de vista opuestos”. Discursos de odio que han proliferado en las universidades occi-
dentales valiéndose de las redes sociales, los cuales si bien se orientan más hacia el conflicto 
con el derecho a la libertad de expresión, igualmente impacta a la libertad académica64.

La integridad científica se relaciona con la ética de la investigación, solo que esta última es 
la justificación o fundamento de una serie de principios y valores que modulan el quehacer de 
la investigación científica. Estos pilares se conforman de valores asentados en la honestidad, 
responsabilidad, valentía, justicia, respeto y confianza65.

Se ha consolidado la noción de integridad como agregado de valores instrumentales y 
fundamentales que asegurarían la pulcritud y sustento moral de la actividad científica, espe-
cialmente en la investigación experimental y en el empleo de sujetos sintientes (humanos y 
no humanos) para obtener datos.

La integridad o probidad científica depende tanto del investigador como de la institución a 
la que pertenece. La existencia de agencias reguladoras que operen con los mismos estándares 
que las de los países desarrollados es un desafío en la región de Latinoamérica. Entre otros 
desafíos, tenemos las regulaciones y políticas: países como Argentina, Brasil, Chile, Colombia, 
Costa Rica, México, Nicaragua, Perú y Venezuela cuentan con códigos, normas y políticas de 
integridad científica. Sin embargo, en la mayoría de los casos, las normas y regulaciones no 
son efectivas66.

Otro desafío importante es en cuanto a las políticas interseccionales y de género en inves-
tigación. Uno de los factores relevantes y no consolidados en la investigación son las políticas 
interseccionales y de género dentro de las universidades, centros de investigación y políticas 
de Estado para garantizar el acceso igualitario de todas las y los investigadores, evitando 
desventajas en la progresión de las carreras académicas y profesionales, así como la subre-
presentación sostenida en posiciones de liderazgo, toma de decisiones y autoría académica67.

En razón de lo anterior, si una investigación aborda un tema controvertido, pero es científica, 
en nuestra opinión no debería existir un conflicto en dirigir o escribir sobre ello, siempre y 

64  Véase Velasco (2020).
65  International Center for Academy Integrity [ICAI], The Fundamental Values of Academic Integrity, Third Edition 
(2021). [Disponible en: www.academicintegrity.org/the-fundamental-valuesof-academic-integrity]. [Fecha de consulta: 3 
de enero de 2024].
66  Rodríguez y Lolas (2016).
67  Véase Unesco, The Report: Gender Equality: How Global Universities are Performing, part 2 (2022).
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cuando se respete una metodología adecuada a la disciplina a la que se adscribe dicha inves-
tigación y la hipótesis que la sustenta. 

Un límite a la libertad de cátedra que señala el historiador y político inglés Conrad Russell es 
que la búsqueda del conocimiento debe ser por el conocimiento mismo, es decir, la búsqueda 
de la genuina verdad68. Así, temas como el nazismo, el holocausto y la proscripción de la pe-
dofilia se deberían tratar en las universidades, con respeto a los derechos fundamentales y la 
memoria de los involucrados, además de fundamentarse en un genuino interés en la búsqueda 
de la verdad, tal como lo señalan Kant, Derrida y Ortega y Gasset, solo por mencionar algunos 
pensadores de relevancia, o bien debería basarse en certezas metodológicamente fundadas y 
asentadas en un contexto histórico determinado. 

Para que se “tome en serio” (utilizando la famosa expresión de Dworkin)69 la libertad acadé-
mica no puede estar sujeta a censura o a la ideología predominante, sino a la crítica científica 
y al debate, con lo cual la comunidad científica se autocorrige, innova y permite un desarrollo 
de la ciencia. 

Es legítimo que fuera del ámbito académico las ideas científicas se pueden criticar. Los acadé-
micos tienen una responsabilidad social más allá de la ética individual y es este factor al que 
apunta la integridad científica, donde las instituciones académicas deben velar por códigos 
de conducta, programas, manuales, protocolos transparentes y claros sobre financiamiento, 
responsabilidad, políticas de género, que permitan el desarrollo de la actividad académica de 
la manera más integral e inclusiva posible. Además, la integridad científica es a su vez una 
cultura que debe hacer partícipe a los estudiantes desde sus primeros pasos por la universi-
dad, en asignaturas como Ética Profesional, Ética de la Investigación u otras afines donde se 
enseñe a investigar para evitar prácticas de plagio involuntario o lo que significa el uso de 
herramientas como los sistemas de inteligencia artificial generativa como el actual ChatGPT, o 
sus símiles, el cual ha sido prohibido para desarrollar trabajos académicos en algunas escuelas, 
o en Italia por vulnerar la normativa del Reglamento de Protección de Datos Personales, lo 
cual ha sido subsanado70. Sin embargo, en otras instituciones de educación no existe o bien 
la discusión está todavía en ciernes71. En tanto, otros consideran que una revisión por pares 
en los arbitrajes de las revistas científicas debería ser capaz de detectar al ChatGPT72. Incluso, 
llama la atención que se haya llamado a publicar artículos científicos en coautoría con este 

68  Russell (2010).
69  Dworkin (2012).
70  Véase Cippitani y Castrogiovanni (2023), pp. 120-136.
71  Véase, por ejemplo: [https://www.forbes.com.mx/ny-prohibe-en-las-escuelas-el-chatgpt-para-evitar-uso-en-examenes/].
72  Véase, por ejemplo: [https://letraslibres.com/ciencia-tecnologia/future-tense-inteligencia-artificial-chatgpt-revistas-cien-
tificas-arbitraje/].
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programa, no obstante, ¿puede ser responsable la IA de delitos de plagio o de conductas que 
riñen con la probidad científica? Prohibir su uso ciertamente no garantizará que la comunidad 
académica los utilice, máxime si se trata de una herramienta que puede dar luces acerca de 
algunas referencias bibliográficas o bien un esquema funcional, sujeto a rectificación humana. 
Incluso si una frase es tan bien elaborada que el estudiante o académico desean copiarla en 
su ensayo o artículo, la única manera de salvar la probidad científica es citar la frase tal como 
se haría con cualquier texto extraído de un tercero, previa corroboración de la información 
citada. Es decir, el usuario debe utilizar los métodos de citación correspondientes, solo así se 
salva del plagio, a pesar de que la inteligencia artificial del ChatGPT es una caja negra nutrida 
con los datos de todos los servidores de internet, los cuales no son propios; es por esto que las 
consideraciones éticas son importantes en su uso73. A pesar de la fascinación que presenta el 
ChatGPT, el progreso hasta la fecha ha sido bastante limitado. “Una hipótesis es que la gran 
cantidad de datos (especialmente la diversidad del contenido) obliga a las redes neuronales a 
aprender ‘circuitos neuronales’ genéricos y útiles, mientras que el gran tamaño de los modelos 
proporciona suficiente redundancia y diversidad”74. 

 Desde el punto de vista de la integridad científica, lo cierto es que la IA presenta una “lucha 
contra el fraude académico, ya que nuevas herramientas desvirtúan todo el proceso de enseñan-
za-aprendizaje y, particularmente, la evaluación”75. 

6. Tentativas de introducir la libertad académica en el diseño de Constitución 
de Chile 

Después de cuatro años de discusión de dos propuestas de nueva Constitución para Chile, 
el presidente de la República Gabriel Boric ha anunciado el fin de un proceso que se inició con 
el denominado estallido social de 2019. Este proceso implicó la generación de dos textos ofre-
cidos a la ciudadanía. El primero fue rechazado en el plebiscito de salida del 4 de septiembre 
de 202276, en tanto el segundo también fue desaprobado por la ciudadanía77. A continuación, 

73  Cornejo-Plaza y Cippitani (2023).
74  Bubeck et al. (2023), p. 95.
75  Pérez Muñiz (2023).
76  Según cifras del Servel, en el proceso votaron más de trece millones diecinueve mil personas (13.019.278), lo que 
representa un 85,7 % del padrón total de 15.173.857 de electores. Con el 99,97 % de las mesas escrutadas (38.747 de un 
total de 38.757), la opción «Rechazo» se impuso con el 61,86 % de los votos (7.882.238 votos), mientras la alternativa 
“Apruebo” alcanzó el 38,14 % de las preferencias, con 4.859.039 de sufragios. [Disponible en: https://www.bcn.cl/portal/
noticias?id=historica-participacion-plebiscito-2022].
77  Servel anuncia que el Plebiscito Constitucional “convocó a 13.014.963 de personas en Chile y en el exterior, lo que es 
equivalente a un 84,48 % del total de personas habilitadas para sufragar. Esta cifra constituye la segunda mejor participa-
ción con voto obligatorio”. Votos a favor fueron 5.470.025, es decir, el 44,24 % del total, en tanto la opción Rechazo contó 
con 6.894.287, es decir, el  55,76 % del total de los votos. [Disponible en: https://www.servel.cl/2023/12/18/boletin-fi-
nal-sobre-resultados-parciales-de-la-eleccion-del-consejo-constitucional-2/].
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nos referiremos a los tres proyectos presentados en el primer texto de propuesta constitucio-
nal en lo relacionado con la libertad de investigación, por su parte, en el segundo texto ana-
lizaremos si la libertad de investigación fue incluida y con qué normas se podría relacionar.

6.1. Primera ProPuesta de ConstituCión PolítiCa de la rePúbliCa, 2022

Si bien podría considerarse que la libertad académica en Chile se encuentra contemplada 
en la Ley N.° 21.091 sobre educación superior, de mayo de 2018, al señalar que «[l]a educa-
ción superior debe sustentarse en el respeto y la libertad académica, que incluye la libertad de 
expresión; de opiniones, e información; así como también en la libertad de cátedra; estudio; 
creación e investigación para los miembros de las comunidades académicas y docentes, sin 
discriminación arbitraria, dentro del marco establecido por la ley, respetando el proyecto 
institucional y su misión» (artículo 2, letra f); la propia disposición se encarga de señalar a 
manera ejemplar y no taxativa las formas de transgredir estos principios de la libertad acadé-
mica y libertad de cátedra a los que hace mención el artículo 2, letra f), de la Ley N.° 21.091, 
al señalar “su materialización por medio de la expulsión, desvinculación, censura o amedren-
tamiento académico” (artículo 53, letra j). 

Por otro lado, la libertad de investigación no se encuentra precisamente contemplada en la 
Ley N.° 21.091 sobre educación superior, pues esta reforma garantiza más bien tres aspectos: 
libertad de cátedra para los educadores, libertad de las familias para elegir el tipo de educación 
de sus hijos y libertad para crear establecimientos educacionales no estatales, esto último de 
manera tácita o implícita. 

La primera oportunidad para discutir la intromisión de la libertad de investigación en 
nuestra Constitución Política de la República se produjo en las discusiones sostenidas en los 
proyectos de nueva Constitución del 2022. 

El texto constitucional del 2022 garantizaba la libertad de investigación de manera expresa 
y no implícita como lo hace la Constitución de 1980. Fueron tres los proyectos de iniciativa 
convencional presentados en esta línea: los de Cristina Dorador y otros, N.° 24-778; Loreto 
Vidal y otros, N.° 428-779; y Lorena Céspedes Fernández y otros, N.° 392-780.

78  Véase: [https://www.chileconvencion.cl/wp-content/uploads/2021/12/24-7-Iniciativa-Convencional-Constituyen-
te-de-la-cc-Cristina-Dorador-y-otros.pdf].
79  Véase: [https://www.chileconvencion.cl/wp-content/uploads/2022/02/428-7-Iniciativa-Convencional-de-la-cc-Loreto-
Vidal-sobre-Derecho-a-las-Ciencias-2020-26-01.pdf].
80  Véase: [https://www.chileconvencion.cl/wp-content/uploads/2022/01/392-7-Iniciativa-Convencional-Constituyen-
te-de-la-cc-Lorena-Cespedes-sobre-Derecho-a-la-creacion-1449-24-01.pdf].
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La propuesta de Cristina Dorador y otros, N.° 24-7, innova incorporando los “límites de 
aquellos conocimientos libres y colectivos, especialmente cuando dicho carácter colinda con 
cuestiones de carácter estratégico-político o económico”. Otro aspecto que este proyecto esta-
blece es la diferenciación entre los sistemas de conocimiento tradicional y su acceso, además 
de aquellos derivados de la innovación científica. La utilización de la voz sistemas de cono-
cimientos en vez de progreso científico no es neutral, sino que implica una evolución en el 
tratamiento de los saberes ancestrales y de otros conocimientos asentados, no fundados en el 
método científico, que han estado rezagados de la tradicional comprensión de lo que implica 
el progreso científico81.

En el segundo apartado el proyecto aborda la libertad de investigación propiamente tal. En 
él se refuerza la idea de que se trata de una libertad de “todos los sistemas de conocimiento”, 
de suyo más amplia que la científica, como ya hemos señalado. Una de las consecuencias de 
esta visión es que ya no solo se consideran científicos o investigadores a las personas que se 
encuentran dentro de una disciplina determinada, sino a aquellos que poseen un saber-hacer 
considerados dentro de un sistema de conocimiento con reconocimiento. A su vez, la pro-
puesta realiza un énfasis en la perspectiva de género, en el otorgamiento de autonomía jurí-
dica-constitucional a la libertad de sistemas de conocimientos y establece un inciso específico 
al «futuro derecho a la integridad física y psíquica», relacionándolo además con el artículo 18 
de la Declaración Americana de los Derechos de los Pueblos Indígenas.

Finalmente, las propuestas de artículos de Dorador y otros se agrupan en cuatro grandes 
ejes temáticos:

I. Libertad de investigación.

II. Protección contra usos indebidos de los conocimientos y la tecnología.

III. Propuesta de inciso sobre la protección contra usos indebidos de los conoci-
mientos y la tecnología, dentro de un futuro derecho a la integridad física y psíquica.

IV. Principio constitucional sobre el valor esencial de los sistemas de conocimien-
tos y sus aplicaciones.

En la propuesta de Loreto Vidal y otros, N.° 428-7, se analiza la importancia de la in-
vestigación científica en el contexto de la salud, la necesidad de fortalecer las universidades 
como centros de investigación y la propuesta de incluir el derecho a la ciencia en la Consti-

81  Ahumada (2012), pp. 411-445.
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tución. También enfatiza la importancia de proteger el conocimiento generado y asegurar su 
accesibilidad para impactar positivamente en la vida de las personas. Incluir el derecho a la 
ciencia en la Constitución puede tener varios impactos potenciales. En primer lugar, garanti-
zaría la libertad de investigación científica y el acceso a sus beneficios, así como el deber del 
Estado de promover y financiar el emprendimiento científico. Lo antes mencionado establece 
un verdadero marco legal que garantiza el desarrollo de la investigación científica de manera 
estratégica en el país.

Además, reconoce el derecho a la ciencia como un bien público, promoviendo la produc-
ción colaborativa y la difusión generalizada de los resultados obtenidos en las investigacio-
nes. Esto alentaría a más sectores de la población a convertirse en participantes activos de los 
avances científicos, pasando de meros beneficiarios a actores relevantes en el progreso de la 
ciencia.

A su vez, la inclusión del derecho a la ciencia en la Constitución impactaría en el sistema 
educativo, ya que requeriría que el Estado destine recursos para la investigación científica y 
artística, así como para la promoción de la educación científica en todos los niveles. Esto tam-
bién implicaría la protección del conocimiento generado, incluidos los derechos de propiedad 
intelectual y los derechos de los pueblos indígenas sobre sus conocimientos y materiales de-
rivados de ellos.

En resumen, reconocer el derecho a la ciencia en la Constitución no solo salvaguardaría la 
libertad científica y el acceso a sus beneficios, sino que también promovería la colaboración, 
la educación y la protección del conocimiento, lo que en última instancia conduciría a un 
panorama científico más inclusivo y sustentable.

En tanto, en la propuesta de Lorena Céspedes Fernández y otros, N.° 392-7, se analiza la 
importancia de integrar el conocimiento científico en las políticas públicas, particularmente 
en el contexto de Chile, que enfrenta diversas amenazas naturales. También enfatiza la nece-
sidad de descentralizar el desarrollo del conocimiento científico y tecnológico y promover la 
participación de las comunidades marginadas, especialmente las mujeres, en estos campos. Se 
fomenta la inclusión de normas constitucionales que garanticen el derecho a crear, difundir y 
tener acceso equitativo al conocimiento científico y tecnológico.

La nueva Constitución propone el establecimiento del derecho a la creación del conoci-
miento y a difundirlo, reconociendo la libertad de investigación, creación y difusión de aquel 
y sus aplicaciones. Además, garantiza el acceso equitativo al conocimiento y sus beneficios, 
promoviendo su conservación, difusión, socialización y acceso a través de políticas públicas 
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en el ámbito de la educación, la cultura, el medioambiente, la comunicación y otras áreas 
determinadas por la ley. También se propone el fortalecimiento de la educación científica y 
la actividad científica y tecnológica en todas las regiones del país, con un enfoque de género 
tanto en los procesos de creación y comunicación del conocimiento científico y tecnológico 
como en el goce de sus beneficios.

Además, se plantea la posibilidad de que el Estado garantice el derecho a la creación de 
conocimiento mediante la creación y desarrollo de entidades públicas que produzcan conoci-
miento, orientándolo a las necesidades específicas de los habitantes de Chile.

Estos tres proyectos fructificaron en la adopción de artículos que proponen la libertad de 
investigación, creación y difusión del conocimiento y sus aplicaciones. Ella reconoce como 
límite el resguardo a los derechos fundamentales consagrados en la Constitución y tratados 
internacionales ratificados y vigentes en Chile. Es deber del Estado promover y respetar el 
ejercicio de esta libertad (vid. el artículo 97). 

6.2. segunda ProPuesta de ConstituCión PolítiCa de la rePúbliCa, 2023

El segundo proyecto de Constitución Política de la República de Chile fue elaborado y 
aprobado por el Consejo Constitucional, escogido el día 7 de mayo de 2023, a partir del 
anteproyecto creado por una Comisión Experta de 24 miembros nombrados por la Cámara 
de Diputadas y Diputados y el Senado de Chile. En esta nueva propuesta, el artículo 16 trata 
desde la libertad de enseñanza, la autonomía universitaria, hasta el derecho al desarrollo cien-
tífico y tecnológico, pero no se explicita el derecho a la libertad de investigación. 

7. Conclusiones 

Los límites de la libertad de investigación son diversos respecto del de la libertad de cá-
tedra, y el de la autonomía universitaria al del derecho a la ciencia, a la libertad de sistemas 
de conocimientos y a su vez al derecho a la libre expresión, aunque poseen contornos en que 
convergen y a veces hasta se les confunde. La libertad de expresión, al ser un derecho funda-
mental más robusto, ha sido la manera de proteger la libertad de investigación y de cátedra, 
sin embargo, la libertad de investigación posee alcances y límites diversos a la libertad de 
expresión como hemos visto. En efecto, la investigación exige una rigurosidad que va más allá 
del libre discurso que los investigadores e investigadoras pudieran realizar como expertos y 
expertas en una materia. La libertad de investigación se subyuga a una disciplina y a un saber 
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hacer, a una comunidad de iguales, y además posee algunos límites dados por la propia auto-
nomía institucional y/o universitaria donde se realiza investigación. 

En el marco de los dos proyectos presentados a la ciudadanía, ambos rechazados con fecha 
4 de septiembre de 2022 y 17 de diciembre de 2023, respectivamente, se puede destacar que 
solo el primero de ellos contempló una libertad de investigación, el cual se encuentra convi-
viendo con otros derechos como el de libertad de conocimientos. También vemos que el dere-
cho a la ciencia y al acceso a la tecnología es un derecho que se confunde con el de investigar.

Finalmente, considerando que la segunda propuesta de Constitución Política de la Repú-
blica de Chile no contempló de manera explícita la libertad de investigación, es importante 
que este derecho se continúe debatiendo de manera independiente de la libertad de expresión 
y de la autonomía universitaria, o del derecho a gozar de los conocimientos científicos o de 
la libertad de acceso a los sistemas de conocimiento, debido a que presenta características 
propias y específicas que, por cierto, cada día impactan más en el discurso público.
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